	Fecha
	27 de febrero de 1970
	Sesión número
	5

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ALBERTO PINTO GUTIÉRREZ

	Recurrido: MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA, Y JEFE DE LA SUB-DIRECCIÓN DE SANIDAD ANIMAL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que, con base en el Tratado General de Integración Económica Centroamericana, y con el Convenio suscrito entre los Gobiernos de Costa Rica y El Salvador - relacionado con la importación de huevos salvadoreños al territorio nacional - adquirió compromisos con firmas productoras de El Salvador para importar semanalmente una determinada cantidad de huevos. Que el Ministerio de Agricultura y Ganadería se niega a otorgar el permiso correspondiente requerido en cuanto a sanidad animal se refiere, alegando que momentáneamente están suspendidas las autorizaciones, afirmando el Sub-Director de Sanidad Animal que esas órdenes provienen directamente del Ministro. Alega violación del artículo 46 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que se ha observado en los últimos años una completa invasión de huevos procedentes de El Salvador, llegando la misma a niveles peligrosos que han tomado características de dumping. Que el Convenio antes indicado se violó flagrantemente por parte de la recurrente. Que la medida es provisional y solamente tiende a dejar en libertad a la Dirección General de Integración Económica para que investigue ampliamente la denuncia presentada por la Cámara Nacional de Avicultores de Costa Rica.

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar. La advertencia con que el recurrido inicia su informe, lleva a la conclusión de que el móvil que lo indujo a ordenar la suspensión momentánea de la autorización de importación de huevos procedentes de otros países de Centroamérica, fue el proteger a los avicultores costarricenses; actitud que contraviene los tratados internacionales y resulta violatoria del artículo 46 de la Constitución Política.  Como encargado de la Cartera de Agricultura y Ganadería, solo le era dable velar por los aspectos de sanidad animal.


N° 5
SESIÓN DE CORTE INTERINA celebrada a las catorce horas del día  veintisiete de febrero de mil novecientos setenta, con asistencia de los señores Magistrados Blanco, Presidente; Valverde y Vallejo.
Artículo Único
Se entró a conocer el recurso de amparo interpuesto por el Licenciado Alberto Pinto Gutiérrez, en su carácter de apoderado generalísimo de “Avícolas Granjero Sociedad Anónima” de esta plaza contra los señores Ministro de Agricultura y Ganadería Ingeniero Guillermo Enrique Yglesias Pacheco y Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal de ese Ministerio doctor José Luis Solano Astúa.-  El Licenciado Pinto Gutiérrez funda su demanda en lo siguiente: a) Su representada, con base en el Tratado General de Integración Económica Centroamericana, y con el convenio suscrito en esta ciudad los días 17 y 18 de diciembre anterior, entre los gobiernos de Costa Rica y El Salvador, relacionado este último directamente con la importación de huevos para el consumo humano salvadoreños al territorio nacional, adquirió compromisos con firmas productoras de El Salvador para importar semanalmente una cantidad hasta la cuota fijada en el referido convenio en diciembre, para su distribución y venta en el país, como en efecto se ha venido haciendo con regularidad desde la firma de ese acuerdo entre los gobiernos dichos.
b) El Ministerio de Agricultura y Ganadería ha venido otorgando los permisos correspondientes, requeridos, en cuanto a sanidad animal se refiere, para efectuar esas importaciones de huevos salvadoreños al territorio nacional.

c) El trece de febrero en curso mi representada presentó la solicitud correspondiente a la importación de huevos en la presente semana.

d) Sorpresivamente en nota número SDSA-282-70 del 16 de febrero recién pasado el doctor José Luis Solano Astúa, Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal del Ministerio de Agricultura y Ganadería me contesta lo siguiente:


“Con referencia a su escrito en solicitud de una autorización para importación a Costa Rica de 19800 docenas de huevos para consumo humano, procedente de la Granja El Granjero S.A. de San Salvador, El Salvador, me permito atentamente comunicarle que momentáneamente están suspendidas las autorizaciones para importación de huevos del área centroamericana.  Conforme nuestra conversación previa del día 12 los móviles que motivaron estas disposiciones superiores, no son en detalle conocidos por el suscrito. Sin otro particular, atentamente nos suscribimos.”
e) Personalmente el Doctor Solano Astúa me manifestó que las órdenes superiores a que se refiere en su nota, provenían directamente del señor Ministro de Agricultura y Ganadería, Ingeniero Guillermo Yglesias Pacheco.-


De lo expuesto se evidencia que el Ministro de Agricultura y Ganadería ha dispuesto, arbitrariamente cerrar la frontera a la importación de huevos del área centroamericana, sin tener competencia para hacerlo, y sin que exista ninguna razón que legalmente pueda justificarlo.  Nótese que el propio Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal del Ministerio manifiesta: “que los móviles que motivaron esas disposiciones superiores no son conocidos en detalle por el suscrito”.

Los Tratados de Libre Comercio garantizan un tratamiento nacional para los productos y artículos provenientes del área centroamericana.  Esto significa que la introducción y distribución de esos productos en Costa Rica están amparadas al principio de libertad de comercio agricultura e industria que garantiza el artículo 46 de la Constitución Política, en términos tales que prohíbe: “cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria”.


La disposición del Ministerio, al impedir a mi representada la importación de huevos procedentes de El Salvador la pone en imposibilidad de cumplir con sus compromisos y la perjudica gravemente en su negocio, negándole así el ejercicio de aquella libertad garantizada por el artículo citado de la Constitución Política.


Además, la inminencia del daño y su irreparabilidad, espacialmente por tratarse de un artículo altamente perecedero, hace que no exista ningún otro procedimiento a nuestro alcance apto para obtener la adecuada protección de nuestros derechos constitucionales.-  Esas mismas razones justifican el que se me conceda, de inmediato la suspensión de la orden contra la cual reclamo, mientras se tramita y resuelve el presente recurso, de conformidad con lo que estipula el artículo 13 de la Ley de Amparo.


Por otra parte, al tratarse de una disposición emanada directamente del Ministerio de Agricultura y Ganadería, según se desprende de la propia comunicación en que se fundamenta este recurso, no tendría objeto ningún otro reclamo o recurso administrativo contra ella, y por el contrario se está en el caso previsto por el artículo 4 de la Ley de Amparo.  Nótese que la comunicación del doctor Solano Astúa ni siquiera rechaza específicamente mi solicitud, sino que la hace imposible, al comunicarme una simple medida arbitraria adoptada por el Ministerio “con órdenes superiores” de suspender las autorizaciones para la importación de huevos para el consumo del área centroamericana.


En virtud de todo lo expuesto pido:

a) Que se declare con lugar el presente recurso; y, en consecuencia, que la medida dictada por el Ministerio de Agricultura, de suspender la autorización para la importación de huevos del área centroamericana es violatoria de los derechos reconocidos por el artículo 46 de la Constitución Política y debe cesar de inmediato, bajo los apercibimientos del artículo 16 de la Ley de Amparo, y,

b) Que se ordene al Jefe de Sanidad Animal y al Ministro de Agricultura y Ganadería, restituir a mi representada en el pleno goce de los derechos violados, y extenderle la autorización solicitada, bajo los mismos apercibimientos.


Acompaña a este recurso: a) certificación de mi personería; b) copia de la solicitud de permiso; y c) original de la nota que motiva el recurso.”


El señor Ministro de Agricultura y Ganadería contestó ese recurso de la siguiente manera: “Considero de suma importancia establecer ante el Honorable Tribunal a que me dirijo, los siguientes antecedentes del caso: Conviene desde luego dejar claramente establecido que es al Ministerio de Agricultura y Ganadería del cual soy titular, a quien compete y corresponde exclusivamente la determinación y vigilancia de las políticas agropecuarias a seguir, toda vez que es este organismo estatal el encargado por ley de la rectoría y responsabilidad de las mismas.  Afirmo sin temor a equivocarme que dentro de las obligaciones de las cuales respondo como Ministro se encuentra las de proteger en forma definitiva y decidida los intereses de nuestro agricultor.  Se ha observado en los últimos años una completa invasión de huevos procedentes de la República de El Salvador para consumo interno en nuestro país, llegando la misma a niveles desmedidos aún peligrosos para nuestra producción nacional.  Como lo demostraré más adelante aun suponiendo que no se violen ni leyes ni tratados, esta abultada importación del producto salvadoreño tiene ya lograda la quiebra de una sociedad de Avicultores y no se puede dudar de que logrará la liquidación económica de más de una empresa, por cuanto, la importación procedente de El Salvador ha tomado características de dumping, al amparo del cual se ha ejercitado actividades desleales en el nivel comercial.


Relatando los hechos ordenadamente, me permito aportar a los autos la prueba consistente en el tratado “AIDE-MEMOIRE” suscrito por los Gobiernos de El Salvador y Costa Rica, en la ciudad de San José, al día dieciocho de diciembre de mil novecientos sesenta y nueve.-  No voy a cometer la imprudencia de explicar a los señores Magistrados los alcances de dicho tratado o convenio, por cuanto de su sola lectura se infiere que ambas altas partes contratantes adquirieron frente al mismo, recíprocas obligaciones.  Lógico es conceder a ese convenio la categoría de contrato, protegida por la santidad que la Ley estima que reviste toda contratación en Costa Rica.  Con el documento marcado 1 que es una investigación realizada por la Dirección de Integración Económica, en relación con una denuncia respecto del precio a que estaban siendo vendidos los huevos salvadoreños, llegamos a la fácil conclusión de que el Convenio antes indicado se violó flagrantemente por parte del importador de huevos de El Salvador, “Avícolas Granjero S.A.”,  con grave peligro y los consecuentes perjuicios para los productores costarricenses, toda vez que se hacía imposible competir en esas condiciones.  Es principio jurídico por todos conocido el que en los contratos bilaterales o sinalagmáticos va implícita la condición resolutoria por falta de cumplimiento en los términos del mismo.  No atino a comprender como la parte actora pretende fundamentar su recurso y considera lesionado su derecho proveniente de un convenio que fueron los primeros en violar.

Para conceder un mejor control y legalidad al comercio de huevos con la República de El Salvador, por gestión de este Ministerio el Consejo Nacional de Producción en su sesión No. 1828 de 3 de febrero en curso aceptó la regulación de precio convirtiéndose en el único organismo que los puede importar y distribuir.  No cabe duda que la medida es elementalmente muy sana y que dentro de nuestra legislación el Consejo Nacional de Producción tiene esa facultad.  Con los documentos marcados de 2 a 7 se demuestra que ya en julio del año pasado se pretendió introducir al país con documentos falsificados, huevos procedentes de El Salvador y que se pretendió que eran de Guatemala.-

Como se observa de dicha documentación, la persona que actuó como solicitante a nombre de “Herbert Ulloa Hoffman” en julio del año pasado, es la misma que autoriza y firma a nombre de la sociedad importadora “Avícolas Granjero S.A.” que hoy se dice lesionada en sus derechos y de quien es apoderado generalísimo el Lic. Alberto Pinto Gutiérrez.-


No es cierto como lo afirma el recurrente que el Ministerio de Agricultura y Ganadería haya procedido a cerrar la frontera a la importación de huevos procedentes de El Salvador.  Como se comprueba en los términos de la carta suscrita y remitida por el Dr. Solano Astúa a Lic. Pinto Gutiérrez, transcrita en el recurso, la medida es provisional y solamente tiende a dejar en libertad a la Dirección General de Integración Económica para que investigue ampliamente la denuncia presentada por la Cámara Nacional de Avicultores de Costa Rica a través de su representante legal don José Joaquín Chaves Zamora.- Explicados así los hechos, niego el derecho en que se pretende fundamentar el recurso y solicito se tenga como prueba para declararlo sin lugar la documental que debidamente indicada en esta contestación se acompaña, fotocopiada, dejando desde luego a la orden del Tribunal los originales que forman parte del archivo del Ministerio.”

El señor Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal del Ministerio de Agricultura y Ganadería contestó el recurso de la siguiente manera:   “Niego desde luego y me opongo a la procedencia del mismo toda vez que como muy bien lo dice el actor en su libelo inicial y lo demuestro con la carta que adjunto, el suscrito se limitó a dar cumplimiento a una orden emanada del despacho del señor Ministro”.


Previa la discusión de estilo se acordó: De conformidad con el artículo 2 de la Ley de Amparo declarar con lugar la presente demanda y hacerlo saber a los señores Ministro de Agricultura y Ganadería y al Jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal de ese Ministerio, con el objeto de que dejen sin efecto la orden que impide conceder autorización para la importación de huevos del área centroamericana y que dio origen a este recurso, bajo los apercibimientos del artículo 16 de la ley de la materia número 1161 de 2 de junio de 1950, con base en las siguientes razones:  El señor Ministro de Agricultura y Ganadería explica, al contestar el informe que se le solicitó acerca del presente recurso de amparo, que “Se ha observado en los últimos años una completa invasión de huevos procedentes de la República de El Salvador para consumo interno en nuestro país, llegando la misma a niveles desmedidos aún peligrosos para nuestra producción nacional.”  Esa advertencia, con que el señor Ministro inicia su informe, lleva a la conclusión de que el móvil que lo indujo a ordenar a la Sub-Dirección de Sanidad Animal de su Ministerio, el dieciséis de febrero en curso, según aparece del oficio que forma el folio 3 frente, la suspensión momentánea de la autorización de huevos para el consumo humano, procedentes de otros países de Centroamérica, fue el proteger a los avicultores costarricenses, quienes, según lo afirma ese distinguido funcionario, se encuentran al borde de la quiebra, por la importación de huevos de aquel país.  Esa actitud del titular de la Cartera de Agricultura y Ganadería, por más encomiable que sea, contraviene, a juicio de esta Corte, los tratados internacionales, porque conforme el párrafo cuarto del artículo III del Tratado General de Integración Económica Centroamericana, “las mercaderías originarias del territorio de los Estados signatarios gozarán de tratamiento nacional en todos ellos y estarán exentas de toda restricción o medida de carácter cuantitativo, con excepción de las medidas de control que sean legamente aplicables en los territorios de los Estados contratantes por razones de SANIDAD, DE SEGURIDAD O DE POLICIA” (Las mayúsculas son del que redacta). Ahora bien, no habiendo invocado el señor Ministro de Agricultura y Ganadería ninguno de esos motivos de restricción, su orden cancelando los permisos de importación de huevos del área centroamericana, resulta violatoria del artículo 46 de la Constitución Política, que considera prohibido cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria.”  La contravención que se atribuye al señor Ministro se acentúa si se considera que los motivos en que se apoyó, para denegar la licencia de importación de huevos, debieron ser invocados, si es que en realidad existen, con el canal respectivo y mediante el Ministerio del ramo, pues a él, como encargado de la Cartera de Agricultura y Ganadería, solo le era dable velar por los aspectos de sanidad animal, reservándose las otras restricciones aceptadas por el Tratado General de Integración, a otros miembros del Gabinete del Gobierno de Costa Rica.-   Tan son así las cosas, que el señor Ministro de Agricultura y Ganadería afirma, en el informe de repetida cita, al referirse al cierre de la frontera para la importación de huevos, que “la medida es provisional y solamente tiende a dejar en libertad a la Dirección General de Integración Económica para que investigue ampliamente la denuncia presentada por la Cámara Nacional de Avicultores de Costa Rica a través de su representante legal don José Joaquín Chaves Zamora”.  Reconoce el señor Ministro, en el párrafo transcrito, que él no tiene facultades para actuar en la forma que lo hizo.  Y es que en realidad no puede, legalmente, el titular de la Cartera de Agricultura y Ganadería adoptar esa clase de medidas provisionales, mientras el organismo ad hoc toma cartas en el asunto, pues eso constituye una típica invasión de funciones que es a todas luces inconveniente en un régimen de derecho como el que se vive en Costa Rica y que garantiza el artículo 11 de la Ley Fundamental.  Debió limitarse el señor Ministro, en el presente caso, en ausencia de razones de sanidad, que como ya se ha visto no las hay, pues así lo denota la contestación que el jefe de la Sub-Dirección de Sanidad Animal da a esta demanda de Amparo al expresar que “se limitó a dar cumplimiento a una orden emanada del despacho del señor Ministro”, a poner sus temores en conocimiento de la citada Dirección General de Integración Económica, dependiente del Ministerio de Industria y Comercio.  Es bueno poner de manifiesto, antes de concluir estas razones y, sin entrar a examinar si la importación de huevos en realidad envuelve una grave amenaza para los avicultores costarricenses, - pues esa no es materia propia de este recurso, que como ya se ha dado a entender, ha sido acogido fundamentalmente por razones de competencia – que la actitud asumida por el señor Ministro de Agricultura y Ganadería ignoró los términos del AIDE-MEMOIRE suscrito el dieciocho de diciembre recién pasado entre los Gobiernos de Costa Rica y El Salvador que él mismo invoca, mediante el cual, se establecieron las modalidades provisionales a que debía de someterse el libre comercio de huevos provenientes de aquel país y productos lácteos exportados de Costa Rica, modalidades esas que estarían vigentes, según se convino en ese instrumento jurídico, mientras se discuten, por una Comisión mixta integrada por funcionarios de los Ministerios de Economía y Agricultura de ambos países, los problemas que se han presentado en el comercio de huevos, y que permite el ingreso de ese producto proveniente de El Salvador, en cantidades no mayores de setenta y nueve mil doscientos (79.200) docenas al mes y de diecinueve mil ochocientas (19.800) docenas por semana.  Y en todo caso, si el referido convenio ha sido violado, con grave peligro para la estabilidad económica de los avicultores nacionales, lo que corresponde es que el Gobierno de Costa Rica lo denuncie, en vez de adoptar una medida como la que se examina, que lesiona la garantía de libre comercio en daño de una empresa nacional, como es la que representa el recurrente Licenciado Alberto Pinto Gutiérrez.  De lo expuesto anteriormente se infiere que no existe base legal para mantener la orden impartida, por el señor Ministro de Agricultura y Ganadería a la Sub-Dirección de Sanidad Animal de ese mismo Ministerio, en el sentido de otorgar licencias de importación de huevos provenientes de otros países de América Central por lo que procede declarar con lugar la presente demanda. 
